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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el accionante señor SANTIAGO GÓMEZ PELÁEZ, contra la decisión adoptada el 11 de abril de 2016 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, que negó la tutela de sus derechos fundamentales, invocados en contra de LA SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD DE RISARALDA.
ANTECEDENTES

El señor Gómez informa que el 3 de noviembre de 2015 en sorteo realizado por el Ministerio de Salud y Protección Social fue asignado para realizar su servicio social obligatorio –año rural- en el Hospital del municipio de Pueblo Rico-Risaralda en el cargo de médico. 
En ejercicio de sus labores el 16 de enero del presente año, afirma, que fue amenazado de muerte por un paciente, situación que fue puesta en conocimiento de las autoridades correspondientes dos días después; por otro lado, asegura que en el Hospital tiene extenuantes jornadas laborales las cuales exceden lo permitido.
Por el estrés que le ha causado la situación en el Hospital San Rafael del municipio de Pueblo Rico, asevera que ha empezado a sufrir problemas de salud lo que lo llevó el 29 de febrero de 2016 a ser atendido de urgencia en el Instituto del Sistema Nervioso de Risaralda, siendo diagnosticado con una depresión severa sin síntomas psicóticos por lo que se le ordenó tomar clonazepam y escitalopram, además de ser incapacitado para laborar. Así las cosas, el 23 de marzo de 2016 tuvo cita de control, quien le prolongó el tratamiento farmacológico y ordenó 10 sesiones de terapia mensuales, además del cambio del lugar de trabajo debido a los síntomas que padece.  

Dice el libelista que antes de enfermarse y con ocasión de la amenaza del paciente, presentó un derecho de petición ante la Secretaría de Salud Departamental solicitando el cambio de lugar del servicio social o la exoneración del mismo, obteniendo como respuesta una negativa.

Por lo narrado, considera que se le están vulnerando sus derechos fundamentales a la vida digna y a la salud y por ello solicita que le sean protegidos, ordenándole a la accionada brindarle la amnistía del servicio social obligatorio que como estudiante de medicina debe realizar. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Sexto Penal del Circuito local, mediante auto 29 de marzo de 2016 admitió la petición de amparo interpuesta y dispuso la notificación a la accionada en la forma indicada en la Ley.  Posteriormente, después de efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante sentencia del 11 de abril del presente año, decidió negar por improcedente la protección reclamada, toda vez que consideró la A-quo que dentro del presente asunto no se evidencia vulneración alguna a los derechos, por cuanto se le vienen prestando todos y cada uno de los servicios de salud que viene requiriendo para la atención de sus patologías; frente al derecho a la vida, se evidenció dentro del proceso que la institución en donde se encuentra realizando su servicio social tomó la determinación administrativa de no volverlo a enviar al centro de salud del corregimiento de Santa Cecilia, toda vez que allí no cuenta con todas las garantías de seguridad. Además, dice el A-quo, la amenaza a la vida no se evidencia debidamente probada como para considerar que lo que le dijo el indígena no fue el producto de una reacción natural por no comprender los motivos por los cuáles no se prestaban los servicios de salud que requería.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia el accionante procedió a impugnarla, allegando para ello escrito por medio del cual dice que el A-quo centró su argumentación en las amenazas de muerte que él recibiera el 16 de enero del año avante, pasando por alto que el perjuicio irremediable se da es a causa de su delicado estado de salud, pues se está desconociendo que el Dr. Uriel Escobar Barrios recomendó cambiar su lugar de trabajo debido al serio compromiso sintomático que ese le genera.
Afirma que los psiquaitras tratantes han sido claros y reiterativos en que él no puede seguir prestando su servicio social en el Hospital de Pueblo Rico, situación que lo pene en una de las causales consagradas en el reglamento del servicio social, para solicitar la exoneración de esa labor.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería a la Sala determinar, si es o no viable emitir órdenes para el accionante sea exonerado de la prestación del servicio social, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Visto lo obrante en el expediente se tiene que el actor actualmente se encuentra haciendo su año de servicio social en el Hospital San Rafael del municipio de Pueblo Rico-Risaralda, y pretende ser exonerado del mismo alegando dos causales, una es por cuestiones de seguridad y otra porque supuestamente padece un grave problema de salud mental que le impide continuar con tal labor. 
Atendiendo las pretensiones del accionante evidencia la Sala que las decisiones que aquí se tomen están relacionadas con las funciones de varios entes Estatales como lo es la Dirección de Análisis y Políticas de Recursos Humanos del Ministerio de Salud y la Dirección del Hospital San Rafael de Pueblo Rico-Risaralda, cuyos conceptos son necesarios para establecer la viabilidad o no de lo pedido. Además, el accionante hace mención a unos conceptos médicos de los psiquiatras del Instituto del Sistema Nervioso, en donde se afirma que él no debe continuar laborando en donde se encuentra, y a pesar de ello, no se vinculó en momento alguno al especialista tratante para que diera su opinión y concepto frente al tema y los peligros reales para el accionante de continuar en donde actualmente está. 
Por tanto de llegarse a revocar en está instancia la decisión de la A-quo emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por las entidades arriba mencionadas y que no fueron vinculadas, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legitimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 11 de mayo del año avante, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto a la Dirección de Análisis y Políticas de Recursos Humanos del Ministerio de Salud y la Dirección del Hospital San Rafael de Pueblo Rico-Risaralda pues están directamente relacionadas con lo pretendido por el accionante, la primera porque una de sus funciones es la asignación de los lugares para la realización del servicio social obligatorio y la segunda es el lugar en donde actualmente se encuentra laborando el actor, por ende tienen un interés directo en el resultado y las decisiones que se emitan dentro del presente asunto. Además de ello, también es necesario llamar a dar su concepto al o los psiquiatras del Instituto del Sistema Nervioso de Pereira para que le informen al Despacho a ciencia cierta cuál es la afectación que padece el accionante y cuál es su pronosticó y hasta dónde el mismo le impide continuar con su servicio. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 11 de abril de 2016, por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, ya que se hace necesario vincular al presente a la DIRECCIÓN DE ANÁLISIS Y POLÍTICAS DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE SALUD Y LA DIRECCIÓN DEL HOSPITAL SAN RAFAEL DE PUEBLO RICO-RISARALDA, al igual que al ESPECIALISTA DEL INSTITUTO DEL SISTEMA NERVIOSO, que viene tratando al accionante. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira-Risaralda para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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